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Resumen

El presente trabajo se propone analizar, desde una perspectiva relacional, los diversos

paradigmas que han tenido lugar en el ámbito de la Economía Social, con foco en la

Argentina y con un enfoque de políticas públicas. Identificaremos, en esa dirección,

una serie de problemáticas y desafíos de la Economía Social en sí misma y en su vínculo

con el Estado a través de políticas públicas de carácter social y distributivo.

El análisis de los distintos modelos de bienestar y paradigmas de la economía social,

nos permitirá plantear una serie de desafíos que atañen tanto a la actividad misma

como al rol del Estado y de las políticas públicas en la materia, identificando límites y

problemáticas que consideramos deben ser superados en términos de la construcción

de un nuevo paradigma de la economía social, como actividad en sí misma, y en su

vínculo con el ámbito de las políticas públicas.

La perspectiva relacional nos permitirá analizar las interrelaciones proceso histórico -

concepción de justicia distributiva - dinámica de los actores.
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Introducción

El presente trabajo se propone analizar los diversos paradigmas que han tenido lugar

en el ámbito de la Economía Social, con foco en la Argentina y con un enfoque de

políticas públicas. Identificaremos, en esa dirección, una serie de problemáticas y

desafíos de la Economía Social en sí misma y en su vínculo con el Estado a través de

políticas públicas de carácter social y distributivo.

Nos proponemos abordar el ámbito de la Economía Social desde un enfoque de

políticas públicas, y particularmente desde el ámbito de las políticas sociales, puesto

que las acciones del Estado en relación con este sector de la economía constituyen, en

la práctica, un modo de distribución realizado desde dentro del sistema económico

mismo.

En primer lugar, introduciremos algunas definiciones y conceptualizaciones respecto

del término “economía social” y de la práctica de este tipo de economía, identificando

los puntos de contacto entre dicha práctica y las políticas del Estado.

A continuación, abordaremos el tema identificando una serie de paradigmas que han

tenido lugar a lo largo del siglo XX e inicios del nuevo milenio. Para esto, tomaremos el

eje de los paradigmas en una doble dirección. En primer lugar, caracterizaremos una

serie de paradigmas propios del desarrollo y abordaje de la Economía Social a través de

los distintos momentos históricos. Luego, analizaremos la vinculación entre Estado y

Economía Social en virtud de los distintos momentos históricos y de acuerdo a los

paradigmas de bienestar vigentes y al rol adjudicado al Estado en los mismos.

En este recorrido, si bien otorgaremos cierta centralidad al análisis del momento

actual, es decir, del período que abarca la salida de la crisis neoliberal del año 2001

hasta la actualidad, retomaremos nuestro desarrollo a partir del período de

industrialización sustitutiva de importaciones (ISI), identificando el lugar del Estado y

las políticas públicas (y sociales) en cada uno de ellos.

El análisis de los distintos modelos de bienestar y paradigmas de la economía social,

nos permitirá pasar, entonces, a los desafíos que atañen tanto a la actividad misma

como al rol del Estado y de las políticas públicas en la materia, identificando límites y

problemáticas que consideramos deben ser superados. Para finalizar

recompondremos, entonces, los desafíos existentes hacia un nuevo paradigma de la



economía social, como actividad en sí misma, y en su vínculo con el ámbito de las

políticas públicas.

Conceptualizaciones: Políticas Sociales y Economía Social

Abordar el tema de la Economía Social desde una perspectiva de políticas públicas, y

en particular de políticas sociales, nos exige definir de qué hablamos cuando nos

referimos a una política social.

El presente trabajo parte de la perspectiva de que toda política social es un conjunto de

valores compartidos, un campo de lucha, dentro de un proceso de acumulación, un

aparato institucional, y un espacio de conocimientos y prácticas determinadas.

Distintas conceptualizaciones han colocado su foco en diversas dimensiones de las

políticas sociales. De este modo, encontramos conceptualizaciones finalísticas,

sectoriales, funcionales, operacionales, relacionales, entre otras. Si bien toda política

pública se compone de una combinación de estas dimensiones, focalizaremos nuestro

análisis en la perspectiva relacional por considerarla de utilidad para el abordaje de la

temática que nos proponemos desarrollar.

Fleury (1999) plantea que las conceptualizaciones relacionales de la política social son

aquellas en las que estas políticas son vistas como producto de una dinámica relacional

de poder, en la cual diferentes actores son constituidos, se interpelan, se enfrentan y

redefinen sus identidades y estrategias. En este tipo de enfoque el acento del análisis

está puesto en las relaciones que, históricamente, se establecen entre los diferentes

actores sociales, por la redefinición de las relaciones de poder, con consecuencias en la

distribución de los recursos producidos en una sociedad dada.

Como hemos mencionado, el presente trabajo abordará la relación entre el ámbito de

la Economía Social y el del Estado y las políticas públicas a través del análisis de

diversos cambios de paradigmas, de bienestar y de la economía social, que se han

desarrollado en los distintos momentos históricos, acentuando el análisis de los años

recientes y del paradigma vigente. Estos paradigmas, sus modificaciones y

transformaciones, y el pasaje de uno a otro, se encuentran directamente atravesados

por diversas pujas entre actores e intereses que se han enfrentado y que han sido

priorizados unos sobre otros en las distintas etapas, conformando los paradigmas

correspondientes. Es por esto, porque abordaremos nuestro tema desde el análisis de



paradigmas que han entrado en conflicto y han sido reemplazados unos por otros,

aunque con rupturas pero también con evidentes continuidades, que hemos

seleccionado la conceptualización relacional de las políticas sociales como la más

acorde para comprender nuestro desarrollo.

Por otro lado, es preciso aportar una definición de lo que denominaremos Economía

Social. El Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES) la define como:

“es una forma de producción, consumo, y distribución de riqueza, centrada en la

valorización del ser humano y no en la priorización del capital. Esta característica

permite que sea el núcleo de modelos económicos distribuidos, a escala humana, con

capacidad de capturar y distribuir el ahorro a nivel local y de proporcionar el desarrollo

integral. Si bien existen distintas formas empresarias, las cooperativas y mutuales son

las más desarrolladas. El concepto implica tres puntos: la participación igualitaria de

todos los socios; la distribución equitativa de los excedentes y los resultados, que en el

caso de la mutual, quedan en la entidad mientras que en la cooperativa se reparten

dividendos a los socios; la integración de las unidades empresariales autónomas y

difusión del modelo”.

Este organismo señala, adicionalmente, como características propias de las

organizaciones de la economía social y solidaria: democracia, equidad, justicia

distributiva, cuidado del medio ambiente, consumo necesario y rentabilidad necesaria.

El documento Lima +10 (2008) indica que la economía social y solidaria está basada en

valores humanos y principios de solidaridad, que propugnan el reconocimiento de la

otra persona como fundamento de la acción humana y eje de la renovación de la

política, la economía y la sociedad (…) incluye al conjunto de actividades y

organizaciones de carácter comunitario, asociativo, cooperativo, mutualista y demás

formas colectivas creadas para responder a las necesidades de empleo y de bienestar

de los pueblos, así como a movimientos ciudadanos orientados a democratizar y

transformar la economía.

Otros autores plantean que la Economía Social es una manifestación de una “economía

civil” que surge de la sociedad civil organizada, persigue el bien común de la ciudadanía

y es a la vez civilizadora del mercado, paradigma de nuevos valores y espacio donde se

cultivan las virtudes cívicas (Vázquez, 2013).



Coraggio agrega que la Otra Economía (…) debe ser social, porque no sólo debe

producir y distribuir bienes y servicios materiales sino también generar y posibilitar

otras relaciones sociales, otras relaciones con la naturaleza, otros modos de

reproducción, otras opciones de vida en sociedad diversas del paradigma del

capitalismo posesivo individualista.

Numerosos debates se han dado entorno a la relación entre las organizaciones de la

Economía Social y el Estado. Coraggio (2011) plantea la existencia de dos corrientes de

pensamiento, aquella que piensa a la Economía Social como opuesta al Estado, por

considerar a éste representante de los intereses de una determinada clase política, o

por su papel institucionalizador de la pobreza, y aquella otra tendencia que visualiza

como legítima la construcción en relación con el Estado, buscando incidir en la

Administración Pública y en el sistema político. Las formas de gestión participativa a

nivel local, la creación de foros participativos para definir políticas sectoriales, las

instituciones del presupuesto participativo o de la planificación estratégica

participativa, así como la organización de frentes de acción colectiva para modificar las

políticas del Estado a favor de regular la economía y los mercados capitalistas, de

fomentar –incluso normativamente– la economía social, y de practicar en general la

democracia participativa, son recursos que hacen parte fundamental de una economía

social que no se plantea ser antipolítica sino pro democracia participativa

(Coraggio,2011). Esta última posición será la que adoptaremos en el presente trabajo,

permitiéndonos analizar el fenómeno de la Economía Social en su relación con lo

público y con el ámbito estatal.

Habiendo definido los términos de mayor importancia para la temática a abordar, es

importante destacar que nos proponemos analizar lo que denominamos Economía

Social desde una perspectiva de políticas públicas, y en particular de políticas sociales,

puesto que consideramos que las políticas públicas orientadas a este sector son

sociales en el sentido de que se constituyen como una forma de distribución, y

redistribución, de recursos desde dentro mismo de la actividad económica, aportando

a una justicia distributiva en la propia distribución primaria. Es un dato relevante el

hecho de que las políticas de mayor transcendencia orientadas al sector de la

Economía Social en los años dos mil, como el Programa Manos a la Obra, o el Programa

Argentina Trabaja, han surgido como políticas del Ministerio de Desarrollo Social.



Para finalizar con las conceptualizaciones iniciales, es importante realizar una primera

aproximación a las implicancias de situarnos en el enfoque relacional de las políticas

públicas. Si bien, como hemos mencionado, esto se verá reflejado en las diferencias

que encontraremos en los distintos paradigmas, y los conflictos de intereses y

jerarquías que los mismos ponen de manifiesto, es posible introducir desde el inicio

algunas de estas manifestaciones generales.

Desde una perspectiva relacional, es importante poner el foco en los conflictos e

intereses disímiles que entran en disputa en el proceso de definición de la política

social. En primer lugar, entran en juego distintas visiones de lo que se considera “justo”

en el campo de estas políticas. Encontramos, por ejemplo, posiciones que conciben las

políticas dirigidas a la Economía Social únicamente desde la perspectiva de las

posesiones materiales, frente a otras posturas que priorizan un enfoque de

capacidades (propuesto por Amartya Sen), centrándose en lo que las personas pueden

ser o hacer producto de las condiciones garantizadas por las políticas públicas. El

acceso a la conformación de una cooperativa o a la posibilidad de trabajar en este tipo

de organizaciones puede ser vista desde el punto de vista material, simplemente como

un empleo que dote a la persona de un cierto ingreso, o puede ser analizado desde un

punto de vista de capacidades y garantía de derechos, como una posibilidad de

realización, de dignidad, posibilitando la planificación individual y familiar, y

permitiendo el acceso de las familias a otros bienes, como educación, vivienda, salud,

que no solo son materiales, sino que poseen un contenido simbólico para la vida. En

cada momento conviven distintas concepciones de lo justo en el plano de las políticas

públicas, primando unas sobre otras, y reflejándose en la definición misma de las

políticas.

Por otro lado, otro punto de disputa tiene que ver con las prioridades, teniendo en

cuenta que los recursos para políticas sociales son limitados. Si nos situamos en una

mirada focalizada en el empleo, encontramos un punto de enorme conflictividad.

Existe, por un lado, una importante masa de población que no cuenta con un empleo

que le permita la subsistencia, y que encuentra en las políticas orientadas a la inserción

en organizaciones de la Economía Social una alternativa a su situación. Por otro lado,

tenemos a una parte también considerable de la población que se encuentra inserta en

el mercado de trabajo en condiciones informales y de precarización y que pugna por



colocar a las políticas orientadas a la formalización del empleo como prioritarias. A la

vez, dentro de lo que es el sector mismo de la Economía Social, nos encontramos con

organizaciones ya constituidas que luchan por conquistar una serie de demandas que

les permitan sobrevivir o crecer dentro de lo que es esta forma económica alternativa

de empresa social, pero inmersas a la vez en la inevitable economía capitalista de

mercado que les coloca innumerables obstáculos, y grupos que pugnan por políticas

que les permitan y faciliten insertarse de forma inicial dentro del campo de la

Economía Social. Las situaciones son numerosas, y las mencionadas reflejan solo

algunas pocas. Existe, de este modo, una relación conflictiva entre la agenda social y la

agenda política, es decir, entre las necesidades y demandas de los distintos sectores de

la sociedad y las demandas que efectivamente desembocan en una toma de posición y

acción del Estado.

Otra de las pujas que encontramos tiene que ver con intereses del poder económico.

Aquí es importante distinguir que lo económico no está disociado de lo social. Como

veremos al analizar los diversos paradigmas de la Economía Social, la existencia de esta

economía alternativa, que se propone como no capitalista, no resulta ni atractiva ni

beneficiosa para diversos sectores del poder económico, que no dan su apoyo a las

diversas políticas de fomento de este tipo de economía ni empleo, y que tampoco

brindan colaboración en la articulación entre este tipo de organizaciones y la

multiplicidad de empresas capitalistas existentes.

En resumen, si bien los puntos expuestos no abarcan la totalidad de las pujas

distributivas y de poder existentes en torno a las políticas orientadas a la Economía

Social, sí reflejan el carácter político y conflictivo del proceso, configurando un

conjunto de dificultades de aplicación vistas desde un enfoque relacional de la política,

en el que la política pública es el resultado de esta dinámica relacional del poder. La

incorporación de estas variables y de una mirada relacional en la definición de política

social (…) permite dar cuenta del proceso de disputa entre actores y de la convivencia

entre las diversas visiones de lo justo que se presentan en cada sociedad y a lo largo de

su historia, y de este modo de diversas prioridades en políticas sociales que se

impulsan, recrean y conviven en el marco de un proceso interactivo. Esto, lejos de ser

un proceso simple y lineal, expresa su carácter complejo, tornadizo, expresión de pujas

político institucionales y distributivas (Mazzola, 2012).



Paradigmas de Economía Social

Comenzaremos el análisis de los paradigmas en relación a los que han sido propios del

desarrollo de la Economía Social como tal en los distintos momentos históricos de

nuestro país.

Diversos autores coinciden en situar el origen de las primeras cooperativas fundadas en

la Argentina en el siglo XIX de la mano de inmigrantes provenientes de Europa, que

traían una cierta tradición del cooperativismo desarrollado principalmente durante las

revoluciones industriales. Estas cooperativas se creaban fundamentalmente como

espacios de unión, asociatividad, solidaridad e intercambio entre estos grupos de

inmigrantes, que conservaban de este modo su cultura y sus costumbres.

Si bien hacia fines del siglo XIX aparecen los primeros artículos que legislan la actividad

cooperativa, son muy pocas las que se fundan en este período, y aún menos las que

pueden contabilizarse como experiencias en alguna medida exitosas.

Fue a partir del año 1926, con la promulgación de la Ley 11.388, que se establecen las

características precisas de estas organizaciones de la Economía Social, y se legisla su

modo de funcionamiento y condiciones. A partir de este momento es que este tipo de

organizaciones comienza a crecer en número, de forma ininterrumpida hasta la década

del setenta, como veremos más adelante.

De acuerdo a estos antecedentes, y de conformidad con el análisis que nos hemos

planteado, situaremos un primer paradigma de la Economía Social en el período que va

desde los años treinta, y en especial desde los cuarenta, hasta la dictadura militar de la

década del setenta. Este paradigma se caracteriza por un crecimiento acelerado de este

tipo de organizaciones, con un marcado predominio de aquellas destinadas a servicios.

A partir de los años 1930 y 1940 el modelo de servicios públicos surgió adquiriendo

inmediatamente una gran relevancia, entre otras causas por la necesidad de cubrir

zonas poco habitadas (rurales o urbanas) y porque el Estado en muchas ocasiones no

contaba con los recursos suficientes para llegar hasta zonas inhóspitas o pequeñas

(Montes, 2003).

Este proceso de expansión de la Economía Social de servicios se vio profundizada

desde fines de los años cuarenta, luego de la segunda Guerra Mundial, y



particularmente en la Argentina, a partir del gobierno peronista, que instaló un modelo

de desarrollo basado en la industrialización sustitutiva de importaciones.

El modelo de industrialización llevado adelante generó a su vez un proceso de

migración de población hacia las ciudades. Estas comenzaron a crecer de forma

acelerada, de modo tal que el Estado no lograba de forma automática satisfacer las

necesidades de servicios de dicha población. Es así como las organizaciones de la

Economía Social, fundamentalmente mutuales y cooperativas, se expanden al ritmo del

crecimiento de estas ciudades y del proceso de industrialización, destinadas a

satisfacer aquello que quedaba por fuera de la influencia y alcance del propio Estado.

A partir de las décadas siguientes el sector cooperativo se consolidó y expandió como

una forma diferente de organización, más solidaria y equitativa, ocupando un lugar

prestigioso en el desarrollo de nuestro país. Surgieron las cooperativas de tercer grado:

CONINAGRO (Confederación Intercooperativa Agropecuaria Cooperativa Limitada) y

COOPERAR (Confederación Cooperativa de la República Argentina Limitada), en 1956 y

1962, respectivamente (Montes, 2003)

Este paradigma se ha caracterizado, entonces: por coincidir en gran medida con un

período en que la estrategia hacia el desarrollo fue la industrialización sustitutiva; por

un crecimiento paralelo al incremento de la población urbana; por una relación con el

Estado no desde políticas públicas específicas dirigidas a la Economía Social sino como

modo de la sociedad civil de garantizar aquellos servicios que no alcanza a brindar el

Estado; por un predominio de la Economía Social de servicios; por un acompañamiento

y legitimación de estas organizaciones por parte del Estado, aun sin ser objeto

específico de política pública.

Hacia la década del setenta este paradigma llega a su fin a causa de los golpes militares

y la interrupción de los gobiernos democráticos. El proceso de industrialización iniciado

se interrumpe abruptamente y se impone un modelo de valorización creciente del

sector financiero, generando a la vez una reprimarización de la economía, bajo los

preceptos de apertura y liberalización de los mercados. Es innegable la desaparición de

numerosas organizaciones de la Economía Social a lo largo de la década del setenta, no

solo por la instauración de un modelo económico expulsivo de este tipo de

organizaciones, sino por la persecución misma que amenazaba a aquellos que



concebían este tipo de organizaciones como una alternativa socialista o anticapitalista

a las empresas privadas tradicionales.

A partir de la década del ochenta, con la vuelta de la democracia, nos encontramos con

una creciente expansión de estas organizaciones.

A partir de los años noventa surge un nuevo paradigma de la Economía Social que es

relevante analizar. En esta década, en consonancia con los lineamientos del Consenso

de Washington y las recetas de los grandes organismos de crédito internacional, se

instala 7 en Argentina un modelo neoliberal. En este contexto de apertura

indiscriminada del mercado y la economía, acompañado de la privatización de las

empresas estatales, bajo la premisa del Estado como intrínseca y patológicamente

ineficiente, resultaba de gran dificultad la supervivencia de las organizaciones de la

Economía Social, que no podían sobrevivir ante la dinámica de los capitales

extranjeros.

Sin embargo, las rápidas consecuencias del modelo neoliberal impuesto dieron origen a

lo que identificamos como un nuevo paradigma dentro de la Economía Social, no ya

centrado en los servicios como durante el modelo de industrialización sustitutiva de

importaciones, sino con foco en el trabajo. Las políticas económicas de la década del

noventa comenzaron a generar altos niveles de despidos, desocupación, pobreza y

hambre, lo que se vio intensificado por la ausencia de políticas sociales, en

consonancia con la disminución del gasto público que recomendaban los países del

Norte. De este modo, la Economía Social se expande como respuesta, como resistencia

al neoliberalismo, como forma de supervivencia e inserción de aquellos que se

encontraban sin empleo, fundamentalmente bajo la forma de cooperativas de trabajo.

Este nuevo paradigma se va a caracterizar por: coincidir inicialmente con un período de

reformas económicas neoliberales; por un crecimiento paralelo al de la desocupación,

el desempleo, la pobreza y la marginación; por una ausencia de articulación con el

Estado, no solo en el sentido de no constituir objeto de políticas públicas específicas,

sino en el sentido de constituirse como modo de resistencia a las medidas de dicho

Estado, y a través de una relación conflictiva con el mismo; por un predominio de la

Economía Social del trabajo.

Este paradigma se va a ver continuado y profundizado en los primeros años del nuevo

milenio, fundamentalmente a raíz de la crisis del año 2001. A partir de ese momento,



en medio de una crisis que se constituyó como económica, política, social y cultural, el

paradigma de la Economía Social con foco en el trabajo del que hablamos toma cuerpo

en los amplios sectores de desocupados que encuentran en la autogestión y el

cooperativismo, entre otras variantes, una alternativa a la pobreza y la marginación.

Las fábricas recuperadas convertidas en cooperativas son propias de este período y se

insertan dentro de las características generales del paradigma que describimos.

En el año 2003 comienza en la Argentina una nueva etapa política, que será también un

nuevo período en lo que respecta a lo económico y lo social. Cabe destacar que el

nuevo modelo impuesto ha presentado y presenta continuidades y rupturas respecto

de los modelos económicos precedentes, aspecto que es preciso mencionar aun

cuando su análisis excede los límites y objetivos del presente trabajo.

Luego de la salida de la crisis, se pone en marcha en nuestro país la implementación de

lo que se ha dado en denominar un modelo de desarrollo con inclusión social. El

modelo de desarrollo de los años dos mil se ha caracterizado por la creencia de que el

mercado por sí solo no logra generar las condiciones para la industrialización y una

distribución equitativa de recursos: para lograr avanzar en el desarrollo, se necesita de

la intervención del Estado. De este modo, se sale del modelo de desarrollo financiero,

de endeudamiento, desregulado, para pasar a un modelo con un rol más activo del

Estado. El desarrollo con inclusión social lleva a la necesidad de abandonar la visión del

Estado mínimo e intrínsecamente ineficiente para comenzar a verlo como un elemento

positivo que aglutina las demandas de la soberanía popular, generando beneficios para

la población en su conjunto.

Esta nueva concepción del Estado inclusivo se manifiesta en un rol activo del mismo,

con preocupación por lo social. Lo económico, lo social y lo político ya no son vistos

como procesos que avanzan por caminos separados, sino como parte de un mismo

proceso y de un mismo modelo de desarrollo que debe interrelacionarlos y contenerlos

de forma conjunta en las políticas públicas llevadas adelante.

Bajo esta nueva etapa post-crisis, surge un nuevo paradigma de la Economía Social que

va a estar estrechamente vinculado y relacionado con el Estado y las políticas públicas.

En este nuevo período, la Economía Social no acompañará el modelo impuesto por el

Estado a través de una oferta de los servicios que el mismo se ve imposibilitado de

brindar por la propia dinámica de crecimiento. Tampoco se constituirá como un sector



de organizaciones que resisten y enfrentan las consecuencias de las políticas públicas y

del vaciamiento del Estado. En este nuevo paradigma, en la búsqueda de un modelo de

reactivación del consumo y crecimiento de la economía a través del empleo, la

Economía social se constituirá en objeto de política pública. El Estado concibe, desde

esta perspectiva, a las organizaciones de la Economía Social como una alternativa de

inserción laboral, y a través de diferentes planes y medidas incentiva y legitima el

crecimiento de este tipo de organizaciones.

Este último paradigma se caracteriza, entonces, por: su surgimiento post-crisis del 2001

en consonancia con la instauración de un modelo de desarrollo con inclusión social;

por un crecimiento paralelo a la reactivación de la actividad económica a través del

consumo; por una estrecha vinculación con el Estado, constituyéndose en objeto de

políticas públicas de fomento estatal a la Economía Social como parte de una política

de inclusión a través del empleo; por un acompañamiento y legitimación de estas

organizaciones por parte del Estado a través de diversos planes focalizados.

Paradigmas de bienestar

En el apartado anterior hemos desarrollado una propuesta de los paradigmas de mayor

importancia que han tenido lugar durante el siglo XX y los inicios del nuevo milenio.

Estos paradigmas han sido propios del fenómeno de la Economía Social, aunque sus

características han implicado cierta relación respeto del Estado.

Además de los paradigmas enunciados, encontramos un vínculo estrecho entre la

situación y abordaje de la Economía Social y el paradigma de bienestar vigente, o en

discusión, en cada momento histórico.

Cuando hablamos de paradigmas de bienestar social, un primer punto a destacar es

que el paradigma vigente en cada momento histórico en nuestro país no se constituye

como algo puro y ajeno a los regímenes de bienestar que tuvieron lugar anteriormente,

sino que refleja tanto rupturas como continuidades con cada uno de ellos, si bien es

posible destacar características distintivas propias de cada uno. Mazzola (2012)

desarrolla una serie de paradigmas que, si bien responden a conceptualizaciones sobre

el tratamiento de la infancia, contienen elementos de utilidad para aproximarnos a una

caracterización general de los distintos momentos históricos.



Mazzola sitúa entre los años 1945 y 1955 la vigencia del “paradigma de la

normalización”. Este coincide con el contexto que hemos descripto al hablar del

paradigma de la Economía Social con foco en los servicios, una etapa de

industrialización sustitutiva de importaciones. Como característica, la autora destaca la

centralidad en los derechos sociales del trabajador, con un sistema de prestaciones de

seguridad social, ancladas en las familias trabajadoras, sobre la base del predominante

modelo de familia nuclear con jefatura de hogar masculina e inspiradas por el modelo

bismarckiano de seguridad social. El paradigma de bienestar vigente en este período

contó con la existencia de transferencias a instituciones del sistema educativo y

sanitario para prestar servicios a toda la población, la existencia de sistemas de

servicios públicos, el sistema de prestaciones de seguridad social, y las políticas de

transferencias directas. Sin embargo, este paradigma contaba con un fuerte

predominio de políticas de carácter contributivo que solo recibían quienes estaban

empleados en el sector formal de la economía. Es así como se sitúa el paradigma de la

Economía Social de servicios en vinculación con el de bienestar vigente, orientado a

cubrir las necesidades de una parte de la población que quedaba por fuera de los

sistemas de protección social contributivos, aunque también en complementación de

servicios prestados de forma creciente por el Estado pero que el mismo no alcanzaba

aun a brindar en su totalidad.

En los términos propuestos por el modelo que desarrolla Esping Andersen, si bien el

mismo ha sido criticado por no estar adaptado a la especificidad de los países

latinoamericanos, encontramos una adecuación en este período a los regímenes

conservadores o corporativos, con un rol importante de la familia, y por sobre todo de

la familia cuyos miembros se encuentran en el mercado laboral y reciben protección

social en calidad de trabajadores, con un fuerte rol de los sindicatos. Esto genera, en

términos relacionales, una evidente puja entre un modelo de políticas sociales con foco

en el mercado laboral y lo contributivo, y una Economía Social que se desarrollaba y

crecía por fuera de estas características.

Mazzola (2012) atribuye al período 1990-2000 el “paradigma de la protección

restringida”, vigente en un contexto de neoliberalismo, en la búsqueda de reducción

del gasto público, minimización del estado, privatización y mercantilización, contexto

que hemos descripto al referirnos anteriormente al paradigma de la Economía Social



con foco en el trabajo. Bajo este paradigma que plantea Mazzola, tuvo lugar un fuerte

proceso de descentralización de la política social. De acuerdo con la teoría del derrame

sostenida en ese entonces, las políticas sociales se enfocaron únicamente, y a través de

transferencias directas, a la población mayormente marginada y sumida en la pobreza.

Sobre esta etapa, se ha demostrado el proceso de polarización social entre las clases; la

retracción del empleo industrial; el incremento de la precariedad y la inestabilidad

laboral, del desempleo y de la pobreza; la territorialización de los sectores populares

cuando el barrio se transformaba en el mayor soporte relacional y de búsqueda de

recursos, mientras las políticas sociales focalizadas los tornaban “barrios bajo planes”

(Kessler, 2014). Este paradigma convive con el régimen conservador mencionado

anteriormente, con foco en el mercado formal de trabajo. El eje de conflictividad con el

sector de la Economía Social, que da origen al paradigma descripto como con foco en

organizaciones de trabajo, tiene que ver justamente con un período de despidos y

desocupación que no encontró respuesta en políticas sociales que contuvieran dicho

proceso, y que dio origen, entonces, a una búsqueda de alternativas que se reflejó en

un crecimiento de la Economía Social del trabajo, principalmente cooperativas de

trabajo, en una Economía Social como “economía de los pobres”.

Filgueira (2009) introduce la categoría de “universalismo estratificado” como el más

cercano al modelo conservador de Esping Andersen, abarcando a aquellos países con

un desarrollo temprano de sus sistemas de bienestar, protegiendo a la mayor parte de

la población a través de la seguridad social. Argentina se inserta en sus orígenes en

este modelo, y aunque con evidentes interrupciones del desarrollo de sistemas de

bienestar abarcativos, no solo por la minimización de los mismos en los años

neoliberales, sino también por su interrupción durante las dictaduras militares, aun hoy

se evidencian características propias del mismo, con una fuerte lógica laboral ligada al

empleo formal. En los términos planteados por Offe (1990), en Argentina el Estado

lleva adelante actividades distributivas, tanto de asistencia social directa

-transferencias monetarias o de bienes- como de seguridad social -por ejemplo, las

pensiones y seguros. Desde el Estado se impulsan, además, actividades productivas

orientadas a la producción de servicios de bienestar social -salud, educación, vivienda-

como de interés público –caminos, comunicaciones.



El paradigma de bienestar vigente en la Argentina desde la salida de la crisis del 2001

no ha dejado de coincidir con el régimen conservador que propone Esping Andersen,

centrado fuertemente en la familia insertada en el mercado laboral formal y con

sistemas contributivos. Sostenemos esta premisa, aun cuando no podemos desconocer

los esfuerzos por que el lugar de solidaridad principal para enfrentar los riesgos

sociales sea el Estado, con la creación de instituciones públicas como parte de fuertes

procesos de desmercantilización y ruptura con las lógicas de dominación del mercado

que tuvieron lugar durante los años noventa, y una acentuada vocación universalista

en las políticas sociales.

En este proceso en el que se recupera el rol del gobierno central como nivelador de

inequidades (Mazzola, 2012) es que se insertan las políticas orientadas al sector de la

Economía Social como forma de inclusión a través del empleo. Cetrángolo (2013) las va

a situar dentro de lo que denomina “programas nacionales cumpliendo funciones

propias”, como es el caso del Programa Manos a la Obra y el Programa Argentina

Trabaja, a los que define como programas de empleo destinados a los hogares más

pobres. En estas políticas es importante destacar el enfoque de derechos que orienta el

paradigma actual, donde en lo que respecta a políticas sociales no solo se coloca el

foco en la posibilidad de acceso a ciertos bienes y servicios, sino que se coloca también

la atención en las capacidades, y fundamentalmente, en la capacidad de realización y

en la búsqueda de equidad.

De este modo, vemos cómo el paradigma de bienestar fue encarnado fuertemente

durante el período de la insdustrialización sustitutiva de importaciones a través del

Estado de Bienestar, con un modelo conservador en el que la población se inserta a

través del trabajo formalizado y sus derechos dependen de eso. En los años sesenta y

setenta las políticas sociales de redistribución se interrumpen en función de las

dictaduras militares. Aunque en los años ochenta vuelve a entrar en vigencia la

discusión acerca del rol del Estado en el bienestar, los años neoliberales van a reducir

ampliamente el campo de las políticas sociales, encontrándonos con una focalización

en aquellos grupos de mayor marginación y vulnerabilidad, aunque con criterios de

accesibilidad aleatorios en la mayoría de los casos. La crisis del 2001 reflejó las

limitaciones del modelo neoliberal, y en los años dos mil vuelve con fuerza la discusión,

con nuevos conceptos de bienestar, que aunque distintos a la de los años cuarenta y



cincuenta, no han dejado de definirse dentro de los márgenes del régimen

conservador.

La relación entre el Estado y la Economía Social ha estado en estrecha vinculación con

las características del paradigma de bienestar vigente en cada momento histórico. Si

bien ya hemos expuesto el modo en que se ha expresado esta relación al desarrollar

los paradigmas propios de la Economía Social, el análisis precedente ayuda en gran

medida a comprender el motivo de ese tipo de vínculo en cada momento desde la

mirada del Estado mismo.

Desafíos: hacia un nuevo paradigma

El análisis de los paradigmas, tanto del desarrollo mismo de la Economía Social como

respecto de su vinculación con los diversos paradigmas de bienestar que han tenido

lugar en cada momento histórico, nos permite advertir y formular una serie de desafíos

de importancia.

En primer lugar, podemos advertir del análisis precedente que en todos los paradigmas

la Economía Social ha sido abordada como una “economía de los pobres”, siendo la

forma que ciertos sectores marginados han encontrado para satisfacer sus

necesidades. Durante la industrialización sustitutiva de importaciones, como modo de

acceso a servicios que el Estado aun no lograba satisfacer en un período de crecimiento

de las ciudades, aun cuando, como hemos observado, el paradigma de bienestar

vigente estaba asociado a un incremento en la oferta de servicios públicos. Durante el

neoliberalismo, como una alternativa de acceso al trabajo y a un ingreso por parte de

la creciente población excluida del mercado de trabajo formal, en una etapa de

despidos y desocupación producto de las políticas económicas llevadas adelante.

Durante la crisis del 2001, como modo de supervivencia de la población sumida en la

marginación y la pobreza. En los años dos mil, como modo de acceso al trabajo,

acompañado de un Estado que ve en la Economía Social la posibilidad de desarrollar

políticas públicas que, a través del fomento e institucionalización de dicha actividad,

logre insertar a aquella población sumida no ya en una pobreza coyuntural como la del

2001, sino en una pobreza estructural que le impide acceder a un trabajo convencional.

El desafío es entonces la construcción de un nuevo paradigma que conciba a la

Economía Social no ya como una “economía de los pobres” sino como una alternativa a



los modos de producción tradicionales, una alternativa que interpele e incluya tanto a

los excluídos como a otros sectores de la población que se vean motivados a

emprender el camino de la construcción de otra economía, basada en valores como la

participación y la solidaridad. En este sentido, si bien entendemos que las políticas

enfocadas a la Economía Social constituyen políticas focalizadas por definición, por

estar dirigidas a un determinado sector, consideramos de importancia la

universalización de las políticas dentro de dicha focalización, condición necesaria para

que las mismas no estén dirigidas únicamente a la inclusión de los excluídos, sino que

abarquen una concepción más amplia de Economía Social como actividad posible de

ser transversal a toda la sociedad.

Coraggio plantea la necesidad de que la Economía Social sea una propuesta para todos

los ciudadanos que además asegure la inclusión de los pobres. No se trata de hacer

que “aguanten” hasta que se reactiven la economía y el empleo (…) se trata de activar

ya las capacidades de todos los ciudadanos excluidos del trabajo, y propiciar el

desarrollo de lazos sociales vinculados a la satisfacción de una amplia variedad de

necesidades materiales, sociales y de la recuperación de los derechos de todos

(Coraggio, 2011).

La construcción de este nuevo paradigma supone un desafío adicional: el de generar

una ruptura con aquellas concepciones que incitan a una imagen de la Economía Social

como una economía ineficiente en relación con las empresas tradicionales. Las

organizaciones de esta economía alternativa no son intrínsecamente ineficientes, así

como no son tampoco por definición restringidas a los excluídos.

Un cambio en estas conceptualizaciones implica necesariamente un cambio en el rol

del Estado, a través de políticas públicas no ya enfocadas únicamente a la inclusión a

través del empleo, sino a facilitar un proceso de construcción de redes de producción y

comercio alternativas. En esta dirección se plantean otros dos desafíos importantes. En

primer lugar, reforzar las políticas que promuevan la participación activa de las

organizaciones de la Economía Social. Adicionalmente, la institucionalización de estas

políticas, tanto en instituciones mismas como en leyes que partan del debate e

intercambio entre las organizaciones que componen el sector y el Estado, convirtiendo

a los actores de la Economía Social en un actor relevante y con participación en las

instancias de decisión. En relación a esto, Coraggio destaca que Ecuador es,



posiblemente, el país donde más se ha avanzado en la línea de reconocimiento de la

iniciativa económica popular con una proyección hacia las relaciones solidarias, algo

que se refleja en la creación del Instituto de Economía Popular y Solidaria y en la

iniciativa de Ley del mismo nombre, que además crea una Corporación Nacional de

Finanzas Populares y una Superintendencia especializada en esta economía. La ley, que

fue debatida con numerosas organizaciones populares, y aprobada por una amplia

mayoría en la Asamblea es tal vez el instrumento más afinado que se ha dado entre

estos nuevos gobiernos para encarar las prácticas de economía social y solidaria.

Ante los altos niveles de informalidad del empleo, surge la discusión acerca de si se

debe mantener el actual paradigma de bienestar conservador en el que los sistemas de

protección están asociados fundamentalmente a las contribuciones originadas en el

trabajo, o si por el contrario se debe virar hacia un paradigma que priorice las políticas

no contributivas. Filgueira (2009) afirma que al mismo tiempo que el empleo formal

pierde presencia en los sectores populares urbanos como factor estructurador del

bienestar presente y futuro, los sistemas de seguridad social de la región permanecen

relativamente inalterados. El autor concluye que es necesario pasar a menores tasas de

aportes de base salarial y mayores prestaciones de bases no contributivas,

oponiéndose a otras posturas que proponen una población con ingresos medios o

altos, formalizados y de empleo estable. Filgueira va a afirmar, adicionalmente, que la

apuesta a largo plazo para enfrentar las nuevas estructuras de riesgo es menos la

transferencia monetaria y más una economía de servicios desde el aparato del Estado,

destacando la función de la educación.

Si bien esta discusión no pareciera a priori tener relación directa con el tema de la

Economía Social, en verdad sí la tiene si pensamos que aun hay quienes forman parte

de organizaciones de la Economía Social y no se encuentran en una situación de

formalidad, ni son aportantes o beneficiarios de los sistemas tradicionales de seguridad

social asociados al ámbito laboral.

Por otro lado, al hablar de paradigmas de bienestar, y al posicionarnos desde una

perspectiva relacional, hemos puesto de relieve que existen diversas concepciones

acerca de lo que es el bienestar. Insuani (2001) propone pensar este bienestar más allá

del nivel de consumo básico, adicionando otros componentes como el desarrollo del

conocimiento, la práctica de la autonomía y libertad, la puesta en vigencia de actitudes



solidarias y civilizadas, la existencia de vinculación afectiva que ligue a los individuos y

confiera sentido a sus vidas, el ejercicio de la libertad en todos sus planos, el acceso a la

cultura o a labores que expresen la propia identidad, la participación social y política.

Un nuevo paradigma debe contener sin duda estos elementos, muchos de los cuales

caracterizan por definición a la Economía Social, y en los que ésta, acompañada de

políticas con dicha orientación, podría aportar de modo contundente.

Es importante destacar, por último, que un enfoque relacional no nos permite ignorar

la infinidad de conflictos de intereses que subyacen al tema que estamos abordando,

muchos ya mencionados anteriormente. En un sistema capitalista centrado en la

ganancia, la Economía Social planteada como modelo económico alternativo no puede

abrirse paso sino a través de luchas de carácter económico, pero también social y

político.

Los desafíos expuestos no abarcan, por supuesto, el universo de posibilidades que

ofrece la Economía Social como objeto de política pública y de políticas sociales, pero

constituyen, a nuestro criterio, un punto inicial desde el cual poder pensar en la

construcción de un nuevo paradigma.

Reflexiones finales

A lo largo del presente trabajo hemos analizado, desde una perspectiva relacional, los

distintos paradigmas de Economía Social y de bienestar que han primado en los

distintos momentos históricos.

Hemos destacado, como elemento para el análisis, que ningún paradigma se presenta

en estado puro, sino que los mismos reflejan tanto continuidades como rupturas con

períodos anteriores, y se reflejan a la vez en las concepciones posteriores.

La Economía Social ha sido una temática que ha adquirido mayor protagonismo y

resonancia en nuestro país en los últimos tiempos. Aun así, la misma presenta, como

hemos desarrollado, diversos problemas y desafíos tanto para sí misma como actividad

económica y actor, como en relación con el Estado y las políticas públicas.

El Estado no constituye, a nuestro entender, una caja de resonancia de las demandas

sociales. En cada momento histórico, no todos los temas de la agenda social logran

ingresar en la agenda política. Coincidimos con Mazzola (2012) en que es necesario

atender a: (a) el proceso histórico y los cambios en la concepción de justicia distributiva.



Las políticas no pueden ser analizadas aisladamente del entorno, del contexto

situacional y temporal en que tienen lugar. (b) los actores: ellos no solo interactúan en

el marco institucional y proceso histórico vigente, sino que también son quienes pueden

introducir modificaciones y quienes recrean estas modificaciones.

Hemos intentado reflejar el vínculo entre estos elementos, proceso histórico y

concepción de justicia distributiva, y dinámica de los actores, a través de la

configuración de los diversos paradigmas planteados, y de la combinación y vinculación

entre aquellos propios de la economía social, y los que respectan al regímen de

bienestar vigente en cada momento. Los desafíos propuestos hacia la construcción de

un nuevo paradigma implican, también, asumir una determinada concepción de lo

“justo”, convirtiendo dichas demandas y desafíos en objeto de política pública.
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